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Sentencia TJUE de 6 de octubre de 2014. Asunto C-203/14 (LA LEY 133807/2015) 

 

Consideramos de suma importancia esta interesante Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea que consagra el derecho de las 
Administraciones Públicas a participar, como licitadoras, en las licitaciones que promuevan otros poderes adjudicadores. También es 
interesante esta Sentencia porque establece la legitimación activa de los órganos independientes competentes para la resolución del recurso 
especial en materia de contratación a fin de que puedan interponer ante el TJUE la cuestión prejudicial regulada en el artículo 267 del Tratado 
de Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE (LA LEY 6/1957)). 

 

En efecto, el asunto deriva de una licitación promovida por la Corporació de Salut del Maresme i la Selva en la que quiso participar una 
Administración Pública, en concreto el Consorci Sanitari del Maresme. En la citada licitación se exigía la posesión de un determinado 
certificado de clasificación que el Consorci no pudo aportar por lo que finalmente fue excluido del procedimiento. El Consorci planteó ante el 
Tribunal Catalá de Contractes del Sector Públic (TCCSP) un recurso especial en materia de contratación frente a la citada exclusión alegando 
que el requisito de clasificación empresarial no le era aplicable. 

 

Ante ello, el TCCSP plantea al TJUE una cuestión prejudicial con cinco preguntas. El TJUE finalmente refunde dos de dichas preguntas en una 
y resuelve ésta y otra más, dejando las otras dos sin responder por falta de competencia, en un caso, y por incumplimiento de los requisitos 
que debe tener una cuestión prejudicial, en el otro caso. Por ello, por lo que a este análisis respecta, interesa destacar las dos preguntas que 
finalmente resuelve el TJUE: 

 

a) Si las Administraciones Públicas pueden participar en licitaciones públicas. 

 

b) Si de conformidad con la Directiva 2004/18 (LA LEY 4245/2004), las administraciones públicas pueden y deben ser admitidas a listas 
oficiales de empresarios, proveedores o prestadores de servicios autorizados o a certificación por parte de organismos de certificación 
públicos o privados y que dentro del Derecho español se conoce como sistema de clasificación empresarial. 

 

Antes de responder a las citadas cuestiones, interesa destacar las razones que el TJUE esgrime con el fin de concluir que el TCCSP goza de 
legitimación activa para plantear cuestiones prejudiciales conforme al artículo 267 TFUE (LA LEY 6/1957). E interesa porque estas razones son 
válidas para cualquier otro órgano independiente creado en España para la resolución de recursos especiales en materia de contratación. 

 

El TJUE reconoce que sólo pueden plantear dicha cuestión, conforme al artículo 267 TFUE (LA LEY 6/1957), los órganos jurisdiccionales de los 
Estados miembros. Pero para ello, debe definirse claramente qué debe entenderse por órgano jurisdiccional. Y según reiterada jurisprudencia 
comunitaria, los requisitos para que se entienda que estamos ante un órgano jurisdiccional son los siguientes: 

 

a) Origen legal del órgano. 

 

b) Permanencia 

 

c) Carácter contradictorio del procedimiento 
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d) Aplicación por el órgano de normas jurídicas 

 

e) Carácter obligatorio de su jurisdicción 

 

f) Independencia del órgano 

 

En cuanto a los cuatro primeros requisitos, no hay duda de que el TCCSP los cumple, por lo que el TJUE analiza los otros dos. 

 

Por lo que hace al carácter obligatorio de su jurisdicción, el TJUE reconoce que se trata de un órgano al que se acude de forma potestativa ya 
que el TRLCSP (LA LEY 21158/2011) da la posibilidad de interponer el recurso especial en materia de contratación de forma potestativa, por 
lo que se puede acudir a la vía contencioso administrativa sin necesidad de haber agotado la vía administrativa. Sin embargo, hay dos notas 
que hacen concluir al Alto Tribunal que la jurisdicción del TCCSP es obligatoria: por un lado, que las resoluciones del mismo, cuya 
competencia no depende de un acuerdo entre las partes, son vinculantes para estas últimas. Por otro lado, según el mismo Gobierno español 
precisó, en la práctica los licitadores en los procedimientos de adjudicación de contratos públicos no recurren, por lo general, a la posibilidad 
de interponer directamente recurso contencioso-administrativo, sin haber presentado previamente ante el TCCSP un recurso especial como el 
que se examina en el litigio principal. Esencialmente, los tribunales contencioso administrativos intervienen pues, por regla general, como 
segunda instancia, de modo que la tarea de velar por el respeto del Derecho de la Unión en materia de contratos públicos en la Comunidad 
Autónoma de Cataluña incumbe en primer término al TCCSP. 

 

En cuanto a requisito de la independencia, el TJUE considera que el TCCSP también lo cumple, pues ejerce sus funciones con plena 
autonomía, sin estar sometido a vínculo jerárquico o de subordinación alguna respecto a terceros y sin recibir órdenes ni instrucciones de 
origen alguno. Además, con arreglo al artículo 8, apartado 4, del Decreto 221/2013 (LA LEY 14235/2013) de la Generalidad de Cataluña, los 
miembros del TCCSP son inamovibles y sólo pueden ser cesados por alguna de las causas expresamente enumeradas en esa disposición. 

 

Por tanto, el TJUE concluye que el TCCSP goza de la condición de b �órgano jurisdiccionalb � a los efectos de poder presentar cuestión 
prejudicial prevista en el artículo 267 TFUE (LA LEY 6/1957). 

 

Una vez resuelto el asunto de la legitimación activa, el TJUE resuelve las dos cuestiones planteadas por el TCCSP: 

 

a) Respecto a la primera cuestión, el TJUE considera que el artículo 1, apartado 8, de la Directiva 2004/18 (LA LEY 4245/2004) debe 
interpretarse en el sentido de que el concepto de «operador económico» utilizado en el párrafo segundo de ese apartado incluye a las 
Administraciones Públicas, que pueden por tanto participar en licitaciones públicas en la medida en que estén habilitadas para ofrecer 
servicios en el mercado a título oneroso. A esta conclusión llega por los siguientes razonamientos: 

 

- El considerando 4 de la Directiva 2004/18 (LA LEY 4245/2004) menciona expresamente la posibilidad de que un b �organismo de derecho 
públicob � participe como licitador en un procedimiento de adjudicación de un contrato público. 
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- El artículo 1, apartado 8, de dicha Directiva reconoce expresamente la condición de b �operador económicob � a toda b �entidad 
públicab �. 

 

- Reiterada jurisprudencia del propio TJUE sostiene que puede licitar o presentarse como candidato toda persona o entidad que, a la vista de 
los requisitos previstos en un anuncio de licitación, se considere apta para garantizar la ejecución de ese contrato público, directamente o 
recurriendo a la subcontratación, con independencia de que su estatuto jurídico sea público o privado y de que opere sistemáticamente en el 
mercado o sólo intervenga con carácter ocasional, o de que esté o no subvencionada con fondos públicos. 

 

b) Por lo que hace a la segunda cuestión, el TJUE sienta la siguiente jurisprudencia: la Directiva 2004/18 (LA LEY 4245/2004) debe 
interpretarse en el sentido de que se opone a una normativa nacional con arreglo a la cual, por una parte, las administraciones públicas 
nacionales autorizadas a ofrecer las obras, los productos o los servicios mencionados en el anuncio de licitación del contrato público de que se 
trate no pueden inscribirse en esas listas o recibir esa certificación, mientras que, por otra parte, el derecho de participar en la referida 
licitación queda reservado únicamente a los operadores económicos inscritos en esas listas o que dispongan de esa certificación. Lo cual es 
obvio porque, de lo contrario, el derecho de las Administraciones Públicas a participar en licitaciones públicas quedaría en papel mojado 
cuando se exigiera la inscripción o certificación. 

 
 
 

En nuestra opinión, esta jurisprudencia es de suma importancia pues en la legislación española se exige un certificado de clasificación para 
determinadas licitaciones lo que lleva consigo que, para preservar el consagrado derecho de las Administraciones Públicas a participar en 
licitaciones para cuyo objeto económico se hallen habilitadas, es necesario admitir que dichas Administraciones pueden solicitar y, en su caso, 
obtener, la correspondiente clasificación empresarial regulada en los artículos 65 y siguientes del TRLCSP (LA LEY 21158/2011) por lo que el 
término b �empresariob � utilizado en dichos preceptos deberá entenderse en un sentido amplio y comprensivo de las citadas 
Administraciones. 

 
 
 
 
 

 
 


